SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor Juan Rafael Perdomo

El ciudadano EFRAÍN OCTAVIO LUQUE CASTILLO, representado por el abogado Ricardo Gómez Scott, demandó por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos derivados de la relación de trabajo a la sociedad mercantil AZUCARERA GUANARE, C.A. (A.G.U.A.C.A.), representada por el abogado Jesús Armando Alfaro Brito, ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. 

El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la misma Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el 10 de enero de 2001, en la cual declaró parcialmente con lugar la apelación ejercida por la parte accionada y parcialmente con lugar la demanda, modificando el fallo apelado.

Recibido el expediente en fecha 6 de marzo de 2001, se dio cuenta en Sala el 22 de marzo de 2001, y fue designado ponente el Magistrado Doctor Juan Rafael Perdomo.

El apoderado de la accionada formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente, mediante escrito presentado de fecha 12 de marzo de 2001 y escrito presentado en fecha 21 de marzo del mismo año, en el cual desiste de algunas denuncias formuladas en el escrito inicial y plantea nuevas delaciones. No hubo contestación a la formalización.

Cumplidos los trámites de sustanciación, y siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones: 
- I - 

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

Es criterio de esta Sala que, con vista de las disposiciones de la Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

- II -
FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA
 

La sentencia impugnada fundamentó su dispositivo en las siguientes razones: 

 

“En cuanto al salario devengado por el trabajador, de las pruebas apreciadas y tal como fue admitido por la demandada, resulta la cantidad de CIENTO SESENTA Y SIETE MIL BOLÍVARES (Bs. 167.000,oo) mensuales al cual, a los fines de determinar el salario integral, se deben adicionar los siguientes conceptos alegados en la demanda y admitidos por la demandada: La suma de CINCO MIL CIENTO DOS BOLÍVARES CON SETENTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 5.102,78) por concepto de bono vacacional promedio mensual que resulta de once (11) días de bono vacacional no percibido de conformidad con el artículo 233 ejusdem; y la cantidad de TREINTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y CINCO BOLÍVARES CON CINCUENTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 35.255,58) por concepto de promedio mensual de bonificación de fin de año.”

 

“Todo lo cual, arroja un salario integral de DOSCIENTOS SIETE MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y OCHO BOLÍVARES CON TREINTA Y SEIS CÉNTIMOS (Bs. 207.358,36) que dividido entre Treinta (30) días del mes, equivale a un salario prome​dio diario de SEIS MIL NOVECIENTOS ONCE BOLÍVARES CON NOVENTA Y CINCO CÉNTIMOS (Bs. 6.911,95), el cual debe ser tomado en cuenta para el cálculo de los complementos demandados por conceptos de prestaciones sociales y otros conceptos laborales de conformidad con los artículos 133 y 146 de la ley orgánica del trabajo.”

 

(…)

 

“En cuanto al cobro de intereses sobre prestaciones sociales demandadas, no habiendo demostrado la empresa accionada su cancelación se declara procedente dicho reclamo.”

 

(…)

 

“En consecuencia se condena a la parte demandada a cancelar al actor la cantidad de TRES MILLONES CIENTO QUINCE MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y UN BOLÍVARES CON NOVENTA Y UN CÉNTIMOS (Bs. 3.115.471,91) por concepto de com​plemento de prestaciones sociales y otros derechos laborales, relativos a preaviso, antigüedad, vacaciones, bono vacacional, bonificación de fin de año y salarios retenidos, ambos especificados en el cuerpo de este fallo; y al pago de los intereses sobre dichas cantidades; igualmente, se acuerda la corrección monetaria solicitada.”

 

 

“De conformidad con el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, para la determinación de intereses y la corrección monetaria, se acuerda una experticia complementaria del fallo que se verificará por un experto designado por el Tribunal quien para el cálculo de los intereses aplicará las tasas pasivas establecidas por el Banco Central de Venezuela,…”

 

 

- III -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la parte formalizante denuncia la violación por error de interpretación en cuanto al contenido y alcance del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

 

Alega la parte formalizante que la recurrida interpretó erróneamente el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo cuando condenó a la demandada al pago de los intereses devengados por las cantidades condenadas a pagar por todos los conceptos demandados; es decir, se condenó al pago de los intereses que devengara las cantidades que se condenó a pagar por concepto de: a) preaviso; b) antigüedad; c) vacaciones; d) bono vacacional; e) bonificación de fin de año y f) salarios retenidos. 

 

Alega la parte demandada y ahora recurrente que, según dispone el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, sólo devengan intereses las cantidades correspondientes a la prestación de antigüedad. 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Según lo estableció la sentencia recurrida, la terminación de la relación de trabajo se produjo el 27 de mayo de 1997, por tanto la ley aplicable es la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990 y vigente para el momento de terminación de la relación de trabajo. 

 

Ahora bien, en la formalización de la presente la parte recurrente se limita a delatar la violación del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, sin precisar que se delata la violación del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo derogada, y no de la Ley vigente desde el 19 de junio de 1997, lo que en principio constituiría un defecto en la técnica de formalización que llevaría a la Sala a desechar la presente denuncia. No obstante, el artículo 257 del texto constitucional establece que la justicia no debe ser sacrificada en virtud de formalidades no esenciales, la Sala entra a conocer la presente denuncia entendiendo que se refiere a la violación del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo derogada, desprendiéndose ello del texto de la denuncia bajo examen, pues la parte recurrente pide a la Sala que ratifique el criterio sostenido en la sentencia dictada el 29 de marzo de 2000, recaída en el juicio seguido por Carmona Almenar contra Biotech Laboratorios C.A., la cual estaba referida al contenido de las normas contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990.

 

Expuesto lo anterior, debe la Sala observar que el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo derogada, expresaba:

“Cuando la relación de trabajo termine por cualquier causa después de tres (3) meses de servicio, el patrono deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a diez (10) días de salario si la antigüedad no excede de seis (6) meses y de un mes de salario si la antigüedad no excede de seis (6) meses, y de un (1) mes de salario por cada año de antigüedad a su servicio o fracción de año mayor de seis (6) meses.”

 

“Parágrafo primero: La indemnización consagrada como derecho adquirido del trabajador en este artículo estará sometida a las reglas siguientes: 

 

a) La indemnización que corresponda al trabajador irá siendo depositada cada año en una cuenta que será abierta a su nombre y en la contabilidad de la empresa y devengará intereses a una rata no menor de la que fije el Banco Central de Venezuela, tomando en cuenta los intereses pasivos del mercado de ahorros del país, las condiciones del mercado monetario y la economía en general…”.

 

La norma parcialmente transcrita sólo está referida a los intereses que devengan las cantidades percibidas por concepto de indemnización de antigüedad (hoy denominada mas exactamente como “prestación de antigüedad”), no existiendo previsión en la Ley legal especial referida a intereses que causen otras prestaciones derivadas de la relación de trabajo.

 

Ahora bien, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en su artículo 92 establece:

“Artículo 92: Todos los trabajadores y trabajadoras tienen derecho a prestaciones sociales que les recompensen la antigüedad en el servicio y los amparen en caso de cesantía. El salario y las prestaciones sociales son créditos laborales de exigibilidad inmediata. Toda mora en su pago genera intereses, los cuales constituyen deudas de valor y gozarán de los mismos privilegios y garantías de la deuda principal”.

 

Al expresar el texto constitucional que “Toda mora en su pago genera intereses”, se está refiriendo a la oración precedente, es decir: "El salario y las prestaciones sociales son créditos laborales de exigibilidad inmediata"; por consiguiente, a partir de la publicación de la Constitución vigente, el día 30 de diciembre de 1999, la falta de pago oportuno de las prestaciones sociales, y de todos los conceptos que integran el salario, genera intereses, los cuales deben ser calculados sobre los conceptos causados luego de la fecha antes señalada.

 

Como consecuencia de lo anteriormente asentado, debe considerarse que la recurrida interpretó erróneamente el contenido y alcance del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990, cuando ordenó el cálculo de los intereses sobre las cantidades debidas por conceptos diferentes a la “indemnización de antigüedad”, causados antes de la vigencia del texto constitucional.

 

Por las razones antes expuestas, se declara con lugar la presente denuncia. 

 

- IV -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la parte formalizante denuncia la violación por falta de aplicación del artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

 

Denuncia la parte formalizante que la sentencia impugnada consideró la alícuota de la participación del trabajador en los beneficios de la empresa o “utilidades” como parte integrante del último salario mensual del trabajador, y con base en este último monto calculó los diferentes conceptos que ordenó pagar, inclusive la prestación de antigüedad causada antes del 1º de enero de 1991, desaplicando, en consecuencia, el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990, vigente al momento de terminar la relación de trabajo, que contempla en su último aparte que las utilidades legales sólo deben considerarse para el cálculo de las prestaciones por el tiempo servido a partir del 1º de enero de 1991.

 

Para decidir, la Sala observa: 

 

Entre los distintos conceptos reclamados por el actor en su libelo de demandada está la indemnización de antigüedad causada por 13 años, 8 meses y 15 días de servicio, que deben considerarse como 14 años, según lo disponía el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990.

 

Ahora bien, la alícuota de utilidades legales, es decir, las que se pagan conforme a las previsiones de ley y no por preverlo la convención colectiva de trabajo o un convenio particular, sólo puede considerarse como parte del salario del trabajador y, en consecuencia, tomarse en cuenta para el cálculo de las prestaciones causadas por el tiempo servido a partir del 1º de enero de 1991, por disponerlo así el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo derogada, pero vigente el 27 de mayo de 1997, cuando terminó la relación de trabajo.

 

Esta previsión legal tiene su razón de ser en el hecho de que bajo la vigencia de la Ley del Trabajo, sólo eran consideradas parte del salario del trabajador las utilidades convencionales, es decir, aquellas pactadas en la convención colectiva o en los contratos individuales de trabajo, y fue la Ley Orgánica del Trabajo promulgada en 1990 la que estableció que incluso las utilidades legales debían ser consideradas parte del salario a la finalización del contrato; pero que tal previsión debía hacerse sólo con respecto a las prestaciones e indemnizaciones causadas desde el 1º de enero de 1991.

 

Por tanto, cuando la sentencia recurrida considera la participación en los beneficios como parte del salario para el cálculo de lo que debe pagarse por la antigüedad causada antes del 1º de enero de 1991, está quebrantando el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27 de noviembre de 1990, vigente al terminar la relación de trabajo.

 

En base a las consideraciones antes expuestas debe declararse con lugar la presente denuncia.

Habiéndose declarado con lugar dos denuncias por error de juzgamiento, este Alto Tribunal se abstiene de entrar a decidir las denuncias por defecto de actividad formuladas, todo de conformidad con la reiterada doctrina de esta Sala expuesta en el Capítulo I de este fallo. 

 

DECISIÓN
 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el presente recurso de casación, formalizado contra la sentencia del 16 de enero de 2001, dictada por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. En consecuencia, SE CASA la sentencia recurrida y se ordena al Juzgado Superior que resulte competente que dicte nueva sentencia acogiendo la doctrina establecida en el presente fallo. 

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal Superior de origen, Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. Todo de conformidad con lo previsto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 



Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los nueve  (09) días del mes de agosto de dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

 

 

 

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente y Ponente,

 

 

 

 JUAN RAFAEL PERDOMO

 

            






Magistrado,

 

 

 

_____________________

ALFONSO VALBUENA C.

 

La Secretaria,

 

 

____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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